MANIFIESTA - SOLICITA 


—Por lo demás este caso no puede ser muy relevante, 

lo infiero del hecho de ser acusado sin que pueda 
determinar la falta que justifique tal acusación. 

Pero estimo que también esto es secundario. 

Lo esencial es saber concretamente de qué soy acusado 
y qué autoridad dirige el procedimiento pertinente. 


(Franz Kafka, “El Proceso”) 


Señor Juez Federal: 


Javier Lorenzo Carlos Smaldone, DNI N° A. conjuntamente con mi 
abogado defensor Pablo Slonimsqui, en autos caratulados “N.N.Y OTROS S/VIOLACIÓN DE 
CORRESPONDENCIA, INTIMIDACIÓNPUBLICA Y VIOLACIÓN SIST. INFORMÁTICO 
ART.153 BISI?PÁRRAFO DENUNCIANTE: LA ROCCA, MARIO Y OTROS” Expte N.° 


55276/2019 que tramitan en la Secretaría n° 18 del Juzgado Nacional en lo Criminal y 


Correccional Federal n° 9, manteniendo el domicilio constituido en MA A 
A MN de esta Ciudad Autónoma de Buenos Aires (domicilio 
electrónico O. ante V. S. respetuosamente digo: 


Que el día 8 de octubre de 2019 vi violada la privacidad de mi domicilio (artículo 12 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y artículo 18 de la Constitución de la Nación 
Argentina) a raíz de una afirmación falaz del subcomisario Carlos Alberto Aguirre, quien en la 
declaración que consta a fs. 68 me hizo responsable de un hecho que aún no fue juzgado —y en 
cuya investigación nunca estuve siquiera imputado— complementada con un ridículo informe 
policial —que ya he desacreditado punto por punto a fs. 1157-1180 y a la fecha he utilizado 
como ejemplo de mala praxis en varias conferencias de especialistas en tecnología y seguridad 
informática— basado en gran parte en mis opiniones políticas vertidas públicamente en la red 
social Twitter (artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 19 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). En dicha oportunidad también se me 
privó de mi libertad (fs. 738) —a mi juicio, ilegítimamente— durante 12 horas: las 6 que duró 
el operativo en mi domicilio y otras 6 en dependencias policiales (artículo 3 de la Declaración 


Universal de Derechos Humanos). 
Que desde ese entonces se me ha privado de mi propiedad y de mis datos (artículo 17 de la 


Declaración Universal de Derechos Humanos) al mantener secuestrados elementos de trabajo 


que contienen información sin la cual me ha sido imposible realizar mis tareas, lo que me ha 
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generado pérdidas económicas (artículo 23 de la Declaración Universal de Derechos 


Humanos). 


Que también desde hace más de 16 meses se ha conculcado mi derecho a la honra (nuevamente, 
artículo 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos), ya que las mismas fuerzas 
policiales que me incriminaron falsamente en la causa de marras, también se dedicaron a 
ventilar a los medios acusaciones que no se animaron a volcar en el expediente. Así es como 
aparezco en notas periodísticas como “supuesto autor del hackeo de los sistemas de la Policía 
Federal” (Telam, 8 de octubre de 2019) y hasta como “la persona que orquestó el ataque” y 


“el principal investigado en el caso” (Clarín, 8 de octubre de 20197). 


Que esta serie de atropellos ha lesionado mi derecho a trabajar (artículo 23 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos) por partida doble: ¿quién en su sano juicio confiaría el 
control de sus sistemas informáticos y de su información sensible a un profesional sobre el que 
recae semejante sospecha, ya que las noticias antedichas aparecen entre los primeros resultados 
al buscar mi nombre mediante cualquier buscador de la web? (Ver notas de Todo Noticias?, 
Perfil*, La Nación", Ámbito Financiero y La Voz del Interior”, por nombrar solo algunos 
medios de alcance nacional). Además, ¿quién convocaría como observador para garantizar la 


transparencia electoral a alguien sospechado de liderar una banda criminal? 


Que este limbo procesal en el que me han colocado se hace insoportable con el paso de cada 
día. No puedo defenderme de lo que no se me acusa, y sin embargo sigo presente en el 
expediente. Esto lesiona gravemente mi derecho a la defensa (artículo 11 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos). No puedo dejar de preguntarme cuánto más deberé esperar 


para que alguien me diga cuál es mi situación procesal y de qué se me acusa en concreto. 


Como ha dicho la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal en la 
causa “LASKOWSKI. Patricia y otros s/ procesamiento” (SAIJ: FA07260115): “De lo que se 
trata en la indagatoria, tal como llevamos dicho en otros precedentes (de esta Sala, causa n° 
36.252 "CONSTANTINO", del 09/12/2004, reg. n° 1307; causa n° 39.759 "MÁRQUEZ 
MARTÍN "del 28/12/2006, reg. n° 1439), es de otorgar al imputado la posibilidad de 
pronunciarse en el proceso en condiciones que aseguren que esa declaración sea un acto de 


defensa. No podrá afirmarse que "escuchar al imputado" garantiza su derecho de defensa si no 


1 https://www.telam.com.ar/notas/201910/398367-detenido-experto-informatica-hackeo-policia-federal.html 
2 https: //www.clarin. com/policiales/detienen- informatico- filtracion- datos-policia- federal 0 wyaQw6Xp. html 








federal 1000786/ 


4  https://www.perfil.com/noticias/politica/detuvieron-experto-informatico-javier-smaldone-causa-hackeo- 
policia-lagorraleaks.phtml 





5 https://www.lanacion.com.ar/tecnologia/varios-detenidos-robo-datos-del-sistema-informatico-nid2295293 
6  https://www.ambito.com/informacion-general/allanamientos/detuvieron-unas-horas-experto-informatico- 
hackeo-policia-federal-n5058871 


7 https://www.lavoz.com.ar/politica/gorraleaks-demoraron-al-informatico-javier-smaldone 
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existe, entre otras circunstancias, algo de qué defenderse (imputación) y el conocimiento de esa 
imputación correctamente deducida (intimación). Este último extremo lo reglamenta el art. 298 
del Código Procesal Penal de la Nación al establecer la obligación del juez de informar 


"detalladamente al imputado el hecho que se le atribuye”. 


Dicho fallo se apoya en lo expresado por Julio Maier: "Como se trata de hacer conocer la 
imputación, el acto por el cual se la intima debe reunir las mismas calidades que advirtiéramos 
para aquélla; debe consistir, así, en la noticia íntegra, clara, precisa, y circunstanciada del 
hecho concreto que se atribuye al imputado. No se cumple esta condición de validez si sólo se 
advierte sobre la ley penal supuestamente infringida, o se da noticia del nomen iuris del hecho 
punible imputado, o se recurre, para cumplir la condición, a conceptos o abstracciones que no 
describen concretamente la acción u omisión atribuida, con todas las circunstancias de modo, 
tiempo y lugar que la definen como un comportamiento singular de la vida del imputado...” 
(Maier, Julio B. J., "Derecho Procesal Penal argentino", Del Puerto, Buenos Aires, 1996, T. 1, p. 
560). 


Precisamente, lo único que se me ha notificado a modo de imputación es lo que aparece en la 
orden librada por V.S. a fs. 623, que dice que el allanamiento fue dispuesto “en relación al 


m3 


expediente CCC 55276/2019 caratulado "N.N. s/ violación de correspondencia... "”, y “con la 
finalidad de proceder al secuestro de telefonía celular. elementos informáticos, dispositivos de 
almacenamiento, anotaciones y registros vinculados a la maniobra investigada en los autos de 
referencia - maniobras de "hackeo" a la Policía Federal Argentina, Prefectura Naval Argentina 
y Policia de la Ciudad, durante el mes de julio de 2019 y difusión del material obtenido. por 
parte un usuario de la red social twitter "(Dlagorraleaks" bajo el lema "LaGorraleaks 2.0"-”. 
Tampoco me dio mayores detalles sobre la imputación en mi contra el acta de detención de fs. 


738, en la cual se me leyeron los artículos 73, 104, 107, 197, 199, 258, 279, 294, 295, 296 y 
298 del Código Procesal Penal de la Nación. 


II 


Que entre los elementos secuestrados en el allanamiento realizado en HAm 
EERE A a al se encontraban dos (2) notebooks: una 
marca Asus de mi propiedad y otra marca Dell propiedad de AA AA 
aa Ambas computadoras fueron envueltas en papel film transparente 


sellado este con una única faja de secuestrado. 


Que el formulario único de cadena de custodia de fs. 1116 en el ítem “descripción de los 


efectos” dice: “UNA (01) NOTEBOOK MARCA ASUS MODELO MB, > SERIE 


MA. UNA (01) NOTEBOOK MARCA DELL CON NÚMERO IS y 
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S/N € > en tanto que en “descripción del envase o envoltorio para traslado” puede 
leerse “PAPEL FILM TRANSPARENTE”. 


Que la certificación de elementos recibidos de fs. 1124-1129 dice: “Dos Notebook negras 
envueltas en papel film cerrado con faja de secuestro y pegadas con cinta adhesiva, y un papel 
pegado de color blanco que dice “Notebook Smaldone” y el formulario único de cadena de 


custodia que señala y describe las notebooks una marca Asus y otra marca Dell, del domicilio 


Que el 21 de enero de 2021 la Fiscalía Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N* 1 


entregó a aaa a aj pde su notebook Dell, ya separada de la notebook 


Asus de mi propiedad, exhibiéndole además esta última (se ajuntan al final del presente escrito 


fotografías de ambos elementos, tomados por A El en dicha oportunidad). 


Que en el recibo firmado por 1500/00 a] (aaa [7 [da el 21 de enero de 2021 dice que le 
fue entregada: “Una notebook marca Dell, nro. de serie Ra EE y sm 


RR. que vino con el mismo acta de cadena de custodia que la notebook que se 


encuentra reservada en la Fiscalía y sin faja de secuestrado”. 


Que no se ha realizado el desdoblamiento de la cadena de custodia al separar los dos elementos 
remitidos dentro de un mismo envoltorio —un “film para embalaje” y no una bolsa con cierre 
hermético, tal como prescribe el “Protocolo unificado de los ministerios públicos de la 
República Argentina” del Programa Nacional de Criminalística— y bajo un mismo formulario 


único de cadena de custodia. 


Que todo esto fue hecho, además, sin notificarme de que se realizaría la apertura de un 
envoltorio conteniendo elementos de mi propiedad, por lo cual no pude ejercer el 


correspondiente control de parte en dicho acto irreproducible y definitivo. 


Que lo expuesto contraviene lo expresado por la Sala 2 de la Cámara Criminal y Correccional 
Federal, que en su fallo del día 14 de febrero de 2020 (CFP 55276/2019/3/CA2) dijo: “[...] 
frente a los elementos novedosos aportados por la parte al desarrollar sus agravios, una vez 
devuelta la causa a su origen incumbirá al Director del proceso disponer -de estimarlo 
necesario- el urgente análisis de la información contenida en los aparatos secuestrados y 
determinar si esta guarda -o no- concreta vinculación con los eventos pesquisados en el 
sumario. Ello habrá de hacerse, claro está, bajo el estricto control de la defensa, teniendo en 
cuenta que el interesado manifestó poseer en dichos dispositivos información asociada a 


investigaciones periodísticas propias PA ao y que es misión del Juez - 


en sintonía con los derechos de raigambre constitucional que se han invocado- garantizar tanto 
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el resguardo de esos datos como de sus fuentes (ver CSJN, Fallos: 324:975, 248:291, entre 
otros, y de esta Sala II, CFP 7129/18/1/CA1, reg. 47.997 del 5/09/19 y sus citas)”. (El resaltado 


es añadido por esta parte). 


Que por esto pongo en conocimiento de V.S. que se ha violado la integridad de mi 
computadora, no pudiendo garantizarse que su contenido no haya sido manipulado de alguna 
manera. De esta forma, cualquier peritaje que pudiera realizarse sobre este elemento resultará 
nulo, de nulidad absoluta. De la misma manera, al no haber podido ejercer el control de parte 
sobre el acto de apertura realizado, tampoco puedo estar seguro de que no se ha violado la 


confidencialidad de los datos contenidos en mi computadora. 


TI 


Que en el escrito que consta a fs. 1157-1161, que fuera presentado por esta parte el 16 de 
octubre de 2019, se señala la afirmación falaz introducida por el subcomisario Carlos Alberto 
Aguirre, al sindicarme como sospechoso del hecho investigado en esta causa, afirmando que fui 
hallado culpable del “hackeo” a la ministra Patricia Bullrich y el Ministerio de Seguridad, 


ocurrido en enero de 2017. 


El día 13 de agosto de 2019 el subcomisario Claudio Ricardo Ramos, 2do Jefe a cargo de la 
División Investigación de Delitos Tecnológicos de la Policía Federal Argentina declaró —en 
presencia del subcomisario Carlos Alberto Aguirre, jefe de la División Investigaciones de 
Delitos Tecnológicos, y el comisario Ricardo Rubén Rochas, jefe del Departamento de Ciber 
Delito de la misma fuerza— que: “teniendo en cuenta la modalidad y tipografía utilizadas por 
el usuario de Twiter “Wlagorraleaks2.0' se lo puede relacionar con las personas que en el año 
2017 hackearon la cuenta de la Ministra Patricia Bullrich, llamados R.D.M.M., que utilizaba 
cono usuario "Niño orsino" y E.V.C., más aún cuando el propio usuario "(Wlagorraleaks2.0" 
hizo mención en este último episodio por la red social Twiter que precisamente ahora volcaría 
la información de la Policia Federal de la misma forma en la que en el año 2017 habia hecho 
respecto de la Ministra. Que según cree por aquel hakeo los nombrados fueron oportunamente 
condenados” (fs. 31-32). Como ya fue dicho, la causa en la que se investigan estos sucesos 


tiene como procesados a R.D.M.M. y a E.V.C, pero aún no se ha sustanciado el juicio oral. 


El día 15 de agosto de 2019 —solo dos días después de la declaración del subcomisario Ramos, 
en la que se encontraba presente— el subcomisario Aguirre reiteró estos dichos, con el 
agregado de mi nombre: “habiéndose comprobado la autoría de los autores involucrados en el 
hecho del hackeo a la cuenta de Twitter de la Ministra en el año 2.017, y la capacidad técnica 
que estos presentan para llevar a cabo los presentes hechos, y habiendo encontrando 


publicaciones donde se adjudican estos al mismo tiempo, se considera a estos como posibles 
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responsables del hecho, tratándose de las siguientes personas: R.D.M.M. [...] E.VC [...] 
JAVIER SMALDONE” (fs. 67-68). 


Lo que dijo Aguirre es falso: no solo no se había comprobado la autoría de los hechos ocurridos 
en 2017, sino que nunca fui imputado por haber tenido participación alguna en los mismos. De 
hecho, y como fue acreditado a fs. 1162-1164, en dicha causa espontáneamente presenté prueba 
y me fue tomada declaración testimonial. Además el subcomisario tampoco mostró cuáles eran 
las supuestas publicaciones donde alguien me adjudicaba el hecho ahora investigado, por la 
sencilla razón de que nunca existieron. Finalmente, cometió un error revelador al referir que en 
las investigaciones del hecho de 2017 “se hace referencia a un tercer involucrado en dicha 
maniobra bajo el usuario (MIMI . Según su enumeración anterior —donde insertó 
mi nombre, cuando dos días antes había convalidado los dichos de Ramos en los que no se me 


mencionaba— este involucrado no sería el tercero sino el cuarto. 


Es también llamativo que desde la ocurrencia del “phishing” mediante el cual supuestamente 
fueron comprometidas 3 cuentas de Gmail de la Policía Federal, el 28 de julio de 2019, los 
investigadores policiales analizaron las direcciones IP desde las cuales se había accedido a las 
mismas, pero en ningún momento prestaron atención al programa utilizado para llevar a cabo el 
engaño ni a su ubicación. Y es que resulta notable —y es repetido varias veces en los informes 
policiales de fs. 21-72, entre otros— que el programa malicioso “login.php” había sido alojado 
en un servidor de la propia Superintendencia de Bienestar “www.supbienestar.gob.ar” —desde 
donde parece haberse originado gran parte de la información luego filtrada: 


https: //www.supbienestar.gob.ar/2018/documentacion/acceso/login.php 


Cualquier informático que investigue una maniobra de este tipo se preguntaría inmediatamente 
cómo fue que los atacantes tuvieron acceso suficiente para poner allí el programa malicioso, y 
acto seguido procedería a analizarlo para saber hacia dónde enviaba los datos obtenidos a través 
del engaño. Pero nada de esto es informado por el personal de la División de Investigación de 
Delitos Tecnológicos de la Policía Federal en los informes posteriores a la denuncia, ya que no 
hay ni siquiera una captura de pantalla de este elemento central en la maniobra investigada. 
Cuesta imaginar cuál puede haber sido la motivación para omitir un elemento de tal relevancia, 
que pone de manifiesto la ocurrencia de un hecho anterior al denunciado y posteriormente 
investigado: el acceso ilegítimo a un servidor de la Superintendencia de Bienestar, su 
alteración, la introducción en el mismo de un programa destinado a causar daño y posiblemente 


el acceso a información alojada en el mismo. 


Otro elemento imposible de omitir por un profesional informático es que, según la información 


periodística basada en fuentes policiales, el volumen de los datos filtrados iría entre los 250 y 
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los 700 GB* (de los cuales 259 GB se encuentran hoy publicados en la web, accesibles a 
cualquier persona”), en tanto que 3 cuentas regulares de Gmail —tal las denunciadas como 
origen de los mismos— no pueden almacenar más de 45 GB en conjunto. Evidentemente la 
mayor parte de la información, si no toda, debió provenir de otro lugar (quizás, el propio 
servidor de la Superintendencia de Bienestar). Sin embargo, esto tampoco fue denunciado 


inicialmente. 


Y durante los quince (15) días siguientes a la ocurrencia del “phishing” los investigadores 
nunca manifestaron sospechar ninguna vinculación entre este hecho y lo ocurrido en enero de 
2017 con las cuentas de la ministra Patricia Bullrich y el Ministerio de Seguridad (ver informes 
de fs. 01-16 y fs. 21-27). Pero luego, a menos de 24 horas de producirse la filtración de datos 
—evento que cambió la magnitud del hecho en cuestión, agravándolo y haciéndolo de público 
conocimiento—, el personal policial rápidamente sindicó como sospechosos de toda la 
maniobra a quienes supuestamente habían realizado el “hackeo” anterior (sin aportar evidencia 


alguna y hasta incluyendo información falsa). 


No es hasta el informe policial del 3 de septiembre de 2019, que consta a fs. 236-243, que se 
reconoció —aunque de forma bastante confusa— que el servidor de la Superintendencia de 
Bienestar había sido vulnerado con anterioridad a la maniobra de “phishing”, y que parte de la 
información filtrada fue obtenida de este. En dicho informe el subcomisario Aguirre dijo que 
“como medida de seguridad informática institucional, técnicos idóneos procedieron a proteger 
los servidores afectados lográndose el resguardo del registro de los Logs de conexión al 
servidor, de los correos electrónicos, del Firewall y de los archivos denominados LOG.TXT 
donde se guardaban los usuarios y contraseñas de quienes habrían ingresado y habrían sido 
direccionados por el Phishing; realizando una copia de toda la información impactada en 
soporte óptico, con la finalidad de preservar la huella digital dejada por el atacante, quien 
podría borrarla mediante un acceso remoto”. Por encima de la redacción confusa podemos 
entender que afirma que se resguardaron tanto el archivo donde el programa malicioso 
almacenaba las contraseñas obtenidas (LOG.TXT), como así también los registros (logs de 
conexión al servidor y firewall) que permitirían obtener las direcciones IP desde las cuales se 
accedió al primero. Pero, insistimos, esto no fue dicho en la denuncia y los informes iniciales 
sino solo después de ocurrida la filtración, y tampoco es mencionado en ninguno de los 


informes policiales posteriores incluidos en el expediente. 


El día 5 de febrero de 2020 la Agencia de Acceso a la Información Pública, en su resolución 


RESOL-2020-30-APN-AAIP*, dijo: “Que en relación con la vulnerabilidad producida en el 


8  https://www.infobae.com/sociedad/policiales/2019/08/16/la-gorra-leaks-que-hay-en-los-archivos-secretos-de- 
la-policia-filtrados-por-hackers/ 

9  https://www.lanacion.com.ar/seguridad/estuve-varios-meses-accediendo-red-policia-federal-nid2277390/ 

10 https:// 

11 https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/rs-2020-30-apn-aaip.pdf 
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servidor del aplicativo “https://supbienestar.gob.ar”, la investigada manifestó mediante informe 
N° IF-2019-80081802-APN-SCIBHAPEA que: “la información (vulnerada) fue obtenida mediante 
la inyección de código PHP que tuvo lugar en una vulnerabilidad del PHP 5.6.3 de panel 
webmail””. Esto es la Policía Federal Argentina reconociendo —siempre después de ocurrida la 
filtración y nunca antes— que la información fue obtenida mediante el acceso ilegítimo a un 
servidor de la Superintendencia de Bienestar. Una historia muy diferente a la relatada en la 


denuncia inicial y sostenida durante los primeros días. 


En lo que a esta parte respecta, luego siguió el rocambolesco informe policial de fs. 515-532 
que fue oportunamente analizado y descalificado a fs. 1159-1160, y que básicamente se resume 
en sospechas basadas en mis conocimientos técnicos, mis opiniones políticas y diálogos 


inocentes y públicos sacados de contexto. 


A fs. 626 notamos que la Procuraduría de Investigaciones Administrativas ha solicitado vista de 
esta Causa en el marco del expediente PIA Nro. 534/19. A fs. 1406 se observa que dicha 
procuraduría ha enviado un oficio a la Policía Federal solicitando “la producción de 
pormenorizado informe, indicando la totalidad de actuaciones iniciadas, cuyo objetivo fuera 
investigar la presunta vulneración de las bases informáticas de ela POLICÍA FEDERAL 
ARGENTINA, y posrerior publicación de aproximadamente 700 gigabytes de información, a 
través del usuario/temática conocida públicamente como "La Gorra Leaks" acontecida en 
Agosto de 2019”. Estimamos que dicho expediente puede contener información valiosa para 


echar luz sobre cómo fue realizada esta oscura investigación policial. 


IV 


Pido a V.S. se formule una imputación en mi contra y acto seguido se me tome declaración 
indagatoria, dándome así la posibilidad de defenderme. Y en caso de que resulte imposible 
formular una acusación concreta y real contra mi persona —tal y como vengo sosteniendo 
desde un principio, dado que ni siquiera había razón fundada para allanar mi domicilio— dicte 
mi sobreseimiento en esta causa y me devuelva mis herramientas de trabajo y mis datos, 
cesando de una vez en la vulneración de mis derechos fundamentales. Ya sea en cualquiera de 
los dos sentidos, pido que de una buena vez se resuelva mi situación procesal en esta causa: 


dieciséis (16) meses han sido más que suficientes. 


También pido se impugne el uso del contenido de mi notebook marca Asus como medio de 


prueba. 


Reitero además el pedido de devolución de mis herramientas de trabajo, que contienen 


información de vital importancia para mi actividad profesional. 
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Finalmente solicito se dé impulso procesal a mi pedido realizado a fs. 1161 —detallado en el 


presente escrito aludiendo siempre a fojas anteriores del expediente, y al que adhirieron 


organizaciones no gubernamentales de más de 10 países en el comunicado de fs. 1411-1412— 


de que investigue por qué el personal policial, encabezado por el subcomisario Carlos Alberto 


Aguirre, me introdujo en la presente investigación, valiéndose para ello de información 


objetivamente falsa. Además, pido se investiguen las notorias omisiones en la investigación de 


los hechos acontecidos. 


IV 


En razón de lo expuesto, de V.S. solicito: 


o a A W 


Se expida precisando mi situación procesal. 

Se formule imputación en mi contra y se me tome declaración indagatoria o, en su 
defecto, 

se dicte mi sobreseimiento en esta causa. 

Se impugne el uso del contenido de mi notebook como medio de prueba. 

Se me devuelvan los elementos de trabajo que me fueran secuestrados. 

Se ordene la correspondiente extracción de testimonios a los fines de investigar los 
ilícitos y omisiones cometidos por el personal policial. 

Se solicite a la Procuraduría de Investigaciones administrativas el expediente PIA Nro. 
534/19 ad effectum videndi et probandi. 

Se solicite a la Policía Federal Argentina los sumarios internos relacionados a esta 


investigación ad effectum videndi et probandi. 


Tener presente lo expuesto, SERÁ JUSTICIA. 


Javier Lorenzo Carlos Smaldone 
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Notebook marca Dell devuelta a MI 
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